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cional una precisión absoluta en la determinación del
sujeto activo (STC 62/1982). bastando se den los requi­
sitos suficientes para su configuración por el intérprete
de las normas aplicables.

No hubo. pues. vulneración constitucional alguna.
sino una mera cuestión interpretativa que no correspon­
de a este Tribunal (AATC 465/1983. 469/1983 Y
317/1986), siendo de competencia exclusiva de los
órganos de la jurisdicción (art. 117.3 C.E.).

Porque, previsto, como antes decimos, el tipo penal
en el citado arto 319 del Código, la cuestión de su atri­
bución al ahora recurrente (que había omitido la reten­
ción del gravamen) fue una pura operación de interpre­
tación de ambos preceptos, consistente en determinar
si el sustituto del contribuyente. que tiene legalmente
sus mismos deberes, pUePe considerarse autor de la
defraudación castigada. Lo cual no excede de la típica
operación de interpretación y aplicación de la Ley. atri­
buida a los Tribunales ordinarios y en la que nosotros
no podemos entrar. Y a ello no es obstáculo el que el
tipo delictivo configurado en el Código Penal se integre
mediante 1" Ley que atribuye al sustituto del impuesto
iguales obligaciones como sujeto pasivo que al contri­
buyente, porque estando prevista la conducta delictiva.
también su interpretación y aplicación forman parte de
la potestad de aplicar las Leyes, ya que. entre ambos
preceptos (los dos de Ley formal) cumple". con la exi­
gencia derivada del art. 25.1 de la Constitución.

Cabe asímismo señalar que, aun no planteada en nin­
gún momento una calificación alternativa de los hechos.
no puede ignorarse, como el Ministerio Fiscal apunta.
que si los mismos no constituyeran delito fiscal inte­
gra'rían acaso otro tipo delictual como podría ser la apro­
piación indebida o la malversación de caudales públicos
y no llevaría necesariamente a una interpretación que
supusiera la impunidad. En definitiva. se vuelve a la con­
clusión de que estamos ante un problema de tipificación
en la ley penal o de interpretación y aplicación de la
misma, cuestión carente de relevancia constitucional y
que se circunscribe a la legalidad ordinaria (STC
89/1983. AATC 487/1984 y 762/1986) reservada a
los Tribunales.

4. Se alegaba además la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). Resulta claro.
sin embargo, que la Sentencia impugnada no es en tal
aspecto constitucionalmente objetable, pues el
recurrrente accedió a la jurisdicción sin traba alguna.
desarrolló convenientemente su derecho de defensa.
ejercitó los recursos legales y obtuvo resoluciones fun­
damentadas según las normas penales aplicadas. El
reproche de que la condena tuvo su fundamento en unos
hechos no tipificados se reconduce a la alegación ante­
rior, puesto que la calificación de esos hechos (la falta
de retención del impuesto) y la subsunción en la norma
penal constituyen' propiamente la acción aplicativa del
Juez. •

Por otra parte; la argumentación utilizada para jus­
tificar la presunta vulneración del art. 24 C.E. no es cons­
titucionalmente relevante, por cuanto en ella se esta­
blece un falso enlace entre l,a tutela judicial efectiva y
aquellas cuestiones que únicamente hubieran podido en
su caso dar lugar a la violación del derecho reconocido
en el arto 25.1 CE Las exigencias del arto 24.1 C.E.
respecto de la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales
quedan, satisfechas en la medida en que el recurrente,
como antes decimos, tuvo acceso al juicio y obtuvo una
Sentencia fundada en la cual se tuvieron en cuenta los
hechos probados y se ofreció una interpretación razo­
nada del precepto penal aplicado. cuestión que queda
fuera, repetimos, de la materia discutible en este recurso

-de amparo (ATC 838/1 985).
Como antes también señalamos, los hechos en los

que se manifiesta el ánimo de defraudar, o sea la elusión

d,el pago del impuesto y las anomalías sustanciales en
la contabilidad consistentes en este caso en la omisión
de las retenciones, se hallan descritos en el art. 319
del Código penal entonces aplicable. Y el que esos
hechos puedan y deban ser atribuidos al sustituto
del contribuyente se halla a su vez establecido en el
arto '32 de la Ley General Tributaria, de suerte que la
apreciación de aquéllos, efectuada de modo lógico y
razonado en la Sentencia impugnada, no puede con­
siderarse lesiva tampoco del arto 24 C.E., puesto que.
según lo alegado y probado, el Tribunal pronunció un
fallo fundado precisamente en ellos:

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo, interpues­
to, por don Manuel Rodríguez Villa rejo contra la Sen­

. tencia. de 21 de diciembre de 1992, de la Sección Deci­
mosexta de la Audiencia Provincial de Madrid.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a cinco de junio de mil novecientos
noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

16511 Sala Segunda. Sentencia 84/1995. de 5
de junio de 1995. Recurso de amparo
616/1993. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Guadalajara revocando la dic­
tada por el Juzgado de Primera Instancia e
Instrucción número 3 de dicha capital, dictada
en juicio de faltas. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: extinción
sobrevenida de la responsabilidad civil sub­
sidiaria; extemporaneidad de la demanda.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com- '
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver i Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 616/93, promovido
por don Andrés de la Fuente Hernán y don Andrés de
la Fuente Peña. representados por el Procurador don
Juan Carlos Estevez y Fernández Novoa y asistidos por
el Letrado don Fernando Martínez García. contra la Sen­
tencia dictada por la Audiencia Provincial de Guadalajara,
de 26 de noviembre de 1992. por la que se revoca
la dictada por el Juzgado de Primera Instancia e Ins­
trucción núm. 3 de dicha capital. de 18 de noviembre
de 1991. dictada en el juicio de faltas núm. 24/91.
seguido por doña Manuela López Cobas c(lntra don
Andrés de la Fuente Hernán. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha siao Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives
Antón, quien expresa el parecer de la Sala.
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1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 3 de marzo de 1993, la representación procesal de
don Andrés de la Fuente Hernán y don Andrés de la
Fuente Peña interpuso el recurso de amparo del que
se ha hecho mención en el encabezamiento.

2. El recurso se fundamenta en los siguientes
hechos:

a) Como conseouencia de la mordedura de perro
sufrida por doña Manuela López Cobas. se siguió juicio
de faltas ante el Juzgado de Primera Instancia e Ins­
trucción núm. 3 de Guadalajara que finalizó mediante
Sentencia, de 18 de noviembre de 1991, en la que se
condenó a don Andrés de la Fuente Hernán, a quien
se consideró propietario del animal, como autor de una
falta del art. 586 bis Código Penal, a la pena de dos
días de arresto menor y a satisfacer una indemnización
en favor de la persona perjudicada.

b) Frente a dicha Sentencia interpuso el condenado
recurso de apelación, el CU¡lI fue resuelto por Sentencia
de la Audiencia Provincial de Guadalajara, de 26 de
noviembre de 1992, por la que, revocando la declaración
de hechos probados en lo relativo a la propiedad del
animal y el fallo de la resolución recurrida, se mantuvo
la condena del apelante y se declaró la responsabilidad
civil subsidiaria de don Andrés de la Fuente Peña, en
calidad de propietario del animal productor de los daños.
Dicha Sentencia fue notificada el 11 de diciembre de
1992 a don Andrés de la Fuente Hernán, no siéndole

.notificada, sin embargo, a don Andrés de la Fuente Peña.

c) La representación de don Andrés de la Fuente
Hernán instó, mediante escrito fechado el 14 de diciem­
bre de 1992, solicitud de nulidad de actuaciones ante
la Audiencia Provincial. petición que fue rechazada a
través de Auto de 11 de febrero de 1993, en el gue
se expresa la imposibilidad de declarar la nulidad' de
decisiones judiciales definitivas sino a través del ejercicio
de los medios de impugnación, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el art. 240 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial y la jurisprudencia de este Tribunal.

3. Consideran los recurrentes en amparo que dichas
resoluciones han vulnerado su derecho a la tutela judicial
efectiva. Don Andrés de la Fuente Peña. en primer lugar.
alega haber padecido indefensión como consecuenCia
de la condena que, a título de responsabilidad civil sub­
sidiaria. le fue impuesta por la Sentencia recurrida sin
ser oído. ya que en ningún momento se le comunicó
la existencia del proceso, ni en prim~ra ni en segunda
instancia, ni le fue efectuada notificación alguna en este

. sentido. Don Andrés de la Fuente Hernán, en segundo
término, aduce igualmente indefensión por haberse man­
tenido en apelación la condena que le fue impuesta en
primera instancia, pese a reconocerse, por parte de la
Audiencia Provincial. que no era el propietario del animal
causante de los daños.

4. La Sección, mediante providencia de 20 de sep­
tiembre de 1993 requirió a la Audiencia Provincial de
Guadalajara con el fin de que fuera acreditada la fecha
de notificación de la Sentencia de 26 de noviembre de
1992 a don Andrés de ia Fuente Peña. Por medio de
escrito expedido por la Secretaría, la Audiencia certificó
que la notificación de la Sentencia al citado recurrente
tuvo lugar el día 11 de diciembre de 1992, a'nte lo cual,
la Sección, con fecha 13 de diciembre de 1993, dictó
providencia de inadmisión a trámite del recurso de ampa­
ro fundada en la extemporaneidad de la demanda.

5. Mediante escrito presentado el 14 de enero de
1994. don Andrés de la Fuente Peña solicitó la incor­
poración a las actuaciones del cllrtificado expedido por
la Audiencia Provincial de Guadalajara en el que, adver­
tido error en la anterior certificación, se hacía constar
que la Sentencia de 26 de diciembre de 1992 nunca
le fue notificada a dicho recurrente.

6. Mediante providencia de 10 de junio de 1994.
la Sección acordó declarar la nulidad de la anterior pro­
videncia de 13 de diciembre de 1993 y admitir a trámite
el recurso de amparo, requiriendo a los órganqs judiciales
de procedencia la remisión de las actuaciones y el empla­
zamiento de quienes hubieran sido parte en el proceso
de que trae causa el presente recurso de amparo.

7. Por otra providencia de la misma fecha, la Sec­
ción acordó la apertura de la pieza separada de sus­
pensión, otorgando a las partes el correspondiente plazo
para efectuar alegaciones. En dicho trámite, del que los
recurrentes no hicieron uso, el Ministerio Fiscal se mostró
favorable a la inicial solicitud de suspensión, al entender,
que la ejecución de la Sentencia impugnada pcasionaría
perjuicios que harían perder al amparo su finalidad. La
Sala, mediante Auto de 18 de julio de 1994, acordó
suspender la resolución recurrida en lo relativo a la eJe­
cución de la pena privativa de libertad, denegando la
suspensión en lo referente a la indemnización eco­
nómica.

8. Por providencia de fecha 10de octubre de 1.994,
la Sección acordó tener por reCibidas las actuaciones
judiciales solicitadas y la apertura del trámite de ale­
gaciones previsto en el arto 52 LOTe;. En dicho trámite,
del que los recurrentes tampoco hiCieron uso, el MIniS­
terio Fiscal solicitó la desestimación de la demanda de
amparo al considerar, en primer término, que la queja
planteada por don Andrés de la Fuente Hernán es extem­
poránea, puesto que, desde la fecha en que le fue noti­
ficada la decisión de la Audiencia hasta el momento
en que interpuso la demanda de amparo, había trans­
currido con exceso el plazo previsto en el art. 44.2 LOTC,
sin que, de conformidad con la 'doctrina de este Tribunal
plasmada en la STC 185/1990, la solicitud de nulidad
de actuaciones que el recurrente hizo valer tras serie
notificada aquella decisión tenga la virtualidad de. sus­
pender el plazo de interposición del amparo. Manifiesta
el Ministerio Público, en segundo lugar, que la leSión
constitucional suscitada por el otro demandante. don
Andrés de la Fuente Peña, pese a haber quedado evi­
denciada la indefensión padecida por el mismo al resultar
condenado sin haber sido previamente oído, debe ser
igualmente desestimada, pues el examen de l.~s actua­
ciones remitidas demuestra que la indemnizaClan a que
fue condenado el señor de la Fuente Hernán ha Sido
completamente satisfecha, lo que origina, a juicio del
Fiscal. una pérdida sobrevenida del objeto del amparo,
pues una eventual estimación del mismo no podría afec­
tar en modo alguno al señor de la Fuente Peña, cuya
responsabilidad civil subsidiaria ha quedado extingUida
por efecto del pago efectuado por el responsable civil
directo.

9. Por providencia de 1 de junio de 1995, se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 5 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Aun cuando el recurso de amparo interpuesto
por don Andrés de la Fuente Hernán y do~ Andrés de
la Fuente Peña ha sido formalizado en un UnlCO escnto
de demanda y se promueve frente a una misma decisión
judicial -la Sentencia de la Audiencia Provincial de Gua-
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dalajara de 26 de noviembre de 1992-, las cuestiones
que suscitan cada uno de los recurrentes, en realidad,
son distintas, pues mientras que el primero de ellos ciñe
su pretensión a la falta de tutela judicial efectiva padecida
por haber sido condenado por una falta de imprudencia
sin ser el propietario del animal causante de los daños,
el segundo recurrente, en cambio, centra su queja en
la indefensión experimentada como consecuencia de
haber sido condenado, a título de responsable civil sub­
sidiario por ser el propietario del animal. en un proceso
en el que no ha sido oído en ninguna de sus instancias
y mediante una Sentencia que en ningún momento le
ha sido notificada.

La heterogeneidad de las cuestiones suscitadas en
el presente recurso, nos, pues, obliga a efectuar su enjui­
ciamiento por separado.

2. Don Andrés de la Fuente Hernán fue condenado
por la comisión de una falta de imprudencia, prevista
en el arto 586 bis del Código Penal, a la pena de dos
días de arresto menor y al pago de una indemnización
en favor de doña Manupla López Cobas, quien había
sufrido lesiones como consecuencia de la mordedura
del animal que, al momento de pPlducirse los hechos,
portaba el recurrente. La Sentenci" dictada por el Juz­
gado de Primera Instancia e Instrucción núm. 3 de Gua­
dalajara, de manera errónea, consideró probado que el
propietario del animal era el citado recurrente cuando,
en realidad, la propiedad del mismo correspondía a don
Andrés de la Fuente Peña, error que fue enmendado
por la Sentencia dictada en grado de apelación por la
Audiencia Provincial de dicha capital, la cual. sin embar­
go, mantuvo en su integridad la condena impuesta en
la primera instancia al considerar la cuestión relativa a
la propiedad del animal como un dato «irrelevante a
los efectos de afirmar la responsabilidad por imprudencia
teniendo en consideración que era el recurrente el encar­
gado de su cuidado según propias manifestaciones... no
exigiendo, ya en otro orden de cosas, el arto 586 bis
que la persona que omite la diligencia debida sea la
titular del bien directamente causante del daño ...».

Manifiesta el recurrente que dicha apreciación judicial
sobre la irrelevancia de la propiedad del animal a los
efectos de determinar la responsabilidad penal es erró­
nea y, por ende. lesiva de su derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.f.).

3. El hecho, sin embargo, de que frente a la Sen­
tencia de la Audiencia Provincial de Guadalajara don
Andrés de la Fuente Hernán promoviera una solicitud
de nulidad de actuaciones, que fue inadmitida por Auto
de 11 de febrero de 1993, en lugar de acudir direc­
tamente al recurso de amparo constitucional. determina,
como ha advertido el Ministerio Fiscal. la extempora­
neidad de su queja, causa de inadmisibilidad que en
este trámite, como es bien conocido, se convierte en
motivo de desestimación de la demanda.

En efecto, en reiteradas ocasiones hemos declarado
que e.1 incidente de nufidad de actuaciones frente a Sen­
tencias definitivas constituye, tras la publicación de la
STC 185/1990, un recurso manifiestamente improce­
dente y, como tal. incapaz de producir una interrupción
del plazo de caducidad previsto por el arto 44.2 LOTC
para el ejercicio tempestivo de la acción de amparo,
plazo que ha de comenzar a computarse desde el
momento en que se produce la notificación de la decisión
judicial a la que se imputa la lesión constitucional; en
consecuencia, si por haber suscitado el incidente de nuli­
dad de actuaciones el recurrente demora la interposición
del recurso de amparo más allá de los veinte días siguien­
tes a la notificación de la resolución lesiva de sus dere­
chos fundamentales, su posterior demanda habrá de ser
reputada inadmisible por encontrarse formalizada fuera

de plazo (SSTC 199/1993, 221/1993, 338/1993,
28/1995).

En el presente caso aparece acreditado que la Sen­
tencia de la Audiencia Provincial de Guadalajara fue noti­
ficada al recurrente el 11 de diciembre de 1992, mien­
tras que su recurso tle amparo no fue registrado ante
este Tribunal hasta el día 3 de marzo de 1993, es decir,
una vez superado· con creces el plazo establecido en
el arto 44.2 LOTC. El recurso de don Andrés de la Fuente
Hernán, por tanto, debe ser desestimado, lo que trae
consigo la firmeza la resolución recurrida en lo que se
refiere al mismo.

4. En segundo lugar, también hemos de desestimar,
por carecer de objeto, la queja planteada por don Andrés
de la Fuente Peña, quien manifiesta haber sufrido inde­
fensión como consecuencia de la condena que, a título
de responsable civil subsidiario por ser el propietario
del animal causante de los daños, le fue impuesta en
un proceso en el que no fue parte y mediante una resa­
lución que en ningún momento le fue notifiéada.

Tal y como señala el Ministerio Fiscal, consta en las
actuaciones que la indemnización a que fue condenado
el otro recurrente, don Andrés de la Fuente Hernán, cuya
improcedencia se razona en el fundamento precedente,
ha sido plenamente satisfecha a la víctima de la falta,
razón por la cual, una vez extinguida la obligación del
responsable civil directo como consecuencia del pago,
ha quedado igualmente extinguida la obligación de don
Andrés de la Fuente Peña como responsable civil sub­
sidiario, sin que la condena haya llegado en ningún
momento a producir efectos, procede desestimar el
recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Andrés de la Fuente Hernán y don Andrés de la Fuente
Peña.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cinco de junio de mil novecientos
noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mony González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Garlfils Viver i
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Ant6n.-Firmados y rubri­
cados.

16512 Sala Primera. Sentencia 85/1995, de 6 de
junio de 1995. Recurso de amparo 4/1991.
Contra Sentencia de la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo del T.S.J. de Aragón. deses­
timando recurso contencioso interpuesto con­
tra la Resolución de la Jefatura Superior de
Policía de Zaragoza, sobre nueva adscripción
de puesto de trabajo al recurrente. Supuesta
vulneración del derecho a la libertad sindical:
Resolución administrativa no discriminatoria.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz VillaIón, don


